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Hechos y Derechos
vol. 15, núm. 79 Democracia y derechos políticos. 

Algunas consideraciones de 
trazabilidad institucional internacional

Introducción y desarrollo temático 

El presente artículo desarrolla —en principio— las ideas de la conceptualización 
del derecho político y la caracterización de la democracia, conteste a los criterios 
elaborados en las sentencias y opiniones consultivas de la Corte Interamericana de 
Derechos Humanos y en los informes de la Comisión Interamericana de Derechos 
Humanos, respecto de la protección de los derechos políticos tal como se encuentran 
contemplados en la Convención Americana de Derechos Humanos, OEA y referen-
cias preceptivas europeas (Convenio Europeo de Derechos Humanos y de las Liber-
tades Fundamentales de 1950, Tribunal de Estrasburgo).

Es trascendente comentar sobre la política pragmateia que, para los antiguos, es el estu-
dio o el conocimiento de “la vida en común de los hombres según la estructura esen-
cial de esta vida, que es la constitución de la ciudad” (Prélot, 1988).

En virtud de lo anterior, ahora incursionamos —muy someramente— en los orígenes 
de los partidos políticos (Duverger, 1980) considerando que los verdaderos partidos 
políticos tienen una historia aproximada de hace solo un siglo. Ello nos conduce a la 
definición de derecho político como “la rama de la ciencia del derecho que estudia el 
origen, funcionamiento y fines del Estado [...]”. En este orden lexicológico, definimos 
democracia, a través de la “doctrina política favorable a la intervención del pueblo en 
el gobierno, y también mejoramiento de la condición del pueblo [...] La forma demo-
crática de gobierno es incompatible con los regímenes aristocráticos y autocráticos” 
(Ossorio y Florit, 1984). 

En esta línea de apreciación sobre la democracia, Bobbio (1991) indica que en la 
teoría contemporánea de la democracia confluyen tres importantes tradiciones de 
pensamiento político. Por un lado, la clásica, como teoría aristotélica de gobierno 
de todos aquellos que gozan los derechos de ciudadanos que se diferencia de la mo-
narquía, como gobierno de uno solo y de la aristocracia, como gobierno de pocos. La 
democracia directa ateniense (que se trataba de una isonomía, gobierno de los seme-
jantes pero que la llevaron adelante por intermedio de la participación ciudadana), 
aquella del siglo V a.C. se observaba por la existencia de asambleas que juzgaban, 
administraban, imponían impuestos, que intervenían en todos los sectores de las de-
mos (tribus), con una gran invención legislativa, la emergente de una ley que prohibía 

H é c t o r  F e r n á n d e z

https://orcid.org/0000-0002-2892-9845


la neutralidad a los ciudadanos. Por otro lado, la teoría medieval de la soberanía po-
pular, con cimiento en la cual se contrapone una concepción ascendente a una des-
cendente de la soberanía, según que el poder derive del pueblo y sea representativo o 
derive del príncipe y sea transmitido por delegación del superior al inferior. Y, por úl-
timo, la teoría moderna, reconocida como maquiavélica, iniciada con el surgimiento 
del Estado moderno donde las formas históricas de gobierno son básicamente dos, la 
monarquía y la república (entendida esta como “aquella forma de gobierno en la que 
el poder no está concentrado en las manos de unos solo, sino que está distribuido di-
versamente en diferentes cuerpos colegiados”). Esta república “encierra un elemento 
fundamental de la democracia moderna en la medida en que por democracia se en-
tiende toda forma de gobierno opuesta a toda forma de despotismo” (Torre, 2016).

Siguiendo a Nocetto (2009), Foucault indica, a partir de Polibio, que la democracia 
ateniense se encontraba estructurada por dos elementos irreductibles (GSA, 137-
138). Por un lado, una politeia, un marco constitucional e institucional calificado por 
la isonomía y la isêgoria, por la igualdad ante la ley y por el igual derecho de tomar la 
palabra en las deliberaciones públicas. Por otro lado, la democracia clásica estaba es-
tablecida por una dunnasteia, es decir, por una dinámica o un juego político particular. 
Es trascendente iniciar las ideas y tipificaciones conducentes y marco de legalidad en 
la democracia, donde en la Carta Democrática Interamericana se reiteran principios 
fundantes y coincidentes con los contenidos en la Convención cuando se señala que 
“son elementos esenciales de la democracia representativa, entre otros, el respeto a 
los derechos humanos y las libertades fundamentales. El acceso al poder y su ejerci-
cio con sujeción al estado de derecho. La celebración de elecciones periódicas, libres, 
justas y basadas en el sufragio universal y secreto como expresión de la soberanía del 
pueblo. El régimen plural de partidos y organizaciones políticas. Y la separación e in-
dependencia de los poderes públicos” (artículo 3o.) [C127/2005: Voto García Sayán, 
párr. 22]. En este camino conducente, no es difícil establecer que hay tipificaciones 
organizacionales (léase asociaciones y partidos políticos), entonces, que de ningún 
modo son contestes a la democracia representativa, siendo restringidas y totalmente 
incompatibles, no obstante que se maquillen burdamente como democráticos (v.gr. 
regímenes totalitarios: anarcocapitalistas, aristocráticos, autocráticos, monárquicos, 
fascistas, franquistas, nazismo) y que obviamente no pueden materializar su partici-
pación dentro del constitucionalismo democrático, habida cuenta de su concepción 
tóxica y ciertamente perversa en y hacia la sociedad (v.gr. Convenio Europeo de De-
rechos Humanos y de las Libertades Fundamentales de 1950).

En tal orden introductorio con Asdrubal Aguiar (2012), la Corte Interamericana 
(CIDH) en una primera ruptura con la concepción formal sobre la democracia, ad-
vierte sobre los intentos de limitación indebidas de los derechos humanos reconoci-
dos, prohibiendo y dificultando cualquier disminución del centro pétreo de éstos por 
contraria a la Convención Americana. El juez Cançado Trindade (ex presidente del 
Tribunal) consigna que, a pesar de estar prevista la facultad de denuncia de los trata-
dos de derechos humanos, una vez incorporados al orden interno del Estado y debido 
a los propios controles del derecho interno, mal pueden enervarse luego los mayores 
niveles sustantivos y de protección alcanzados de tal forma por los derechos humanos 
constitucionalmente reconocidos (Serie C, núm. 36, voto, párr. 22).



Por otro lado, y en lo concerniente al orden público y del bien común, son tratadas 
ambas como nociones clave en las Opiniones Consultivas OC-5/85 y OC-6/86. El 
orden público y el bien común, según la Corte, reclaman de “una organización polí-
tica [...] sobre la base del ejercicio efectivo de la democracia representativa” y su no 
utilización —la del orden público y el bien común— “como medios para suprimir 
un derecho [...] o para desnaturalizarlo o privarlo de contenido real” (Serie A, núm. 
6, párr. 30).

En tal orden conceptual el bien común expresa las “condiciones de la vida social que 
permiten a los integrantes de la sociedad alcanzar el mayor grado de desarrollo per-
sonal y la mayor vigencia de los valores democráticos” (Serie A, núm. 6, párr. 31). Se 
interpreta que la democracia, en su específica acepción y a la luz de los dictados de 
la Corte, antes que “organización política” como lo dispone el artículo núm. 5 de la 
Carta de Bogotá de 1948, confirma en su teleología, lo que indica la misma norma 
del instrumento constitucional de la OEA al requerir el “ejercicio efectivo de la de-
mocracia representativa” (cfr. artículo 3, d de la Carta de la OEA, 1948, reformada 
por el Protocolo de Reformas a la Carta de la OEA “Protocolo de Buenos Aires”, 
27/02/1967, Tercera Conferencia Interamericana Extraordinaria y otras precepti-
vas internacionales). La Carta Democrática Interamericana, que es la interpretación 
auténtica de la Carta de la OEA y de la propia Convención Americana, no podía 
menos que disponer en su artículo 1o., en consecuencia, que “los pueblos de Amé-
rica tienen derecho a la democracia y sus gobiernos la obligación de promoverla y 
defenderla”. El criterio preceptivo inverso, se plasma cuando decrecen y se anulan: 
la transparencia gubernamental, la probidad, el principio de responsabilidad por la 
gestión pública, el respeto irrestricto de los derechos humanos-sociales, la libertad de 
expresión y de prensa (no: libertinaje, inmoralidad, coprofilia y mitomanía informa-
tiva-periodística, conductas delictuales que menoscaban y desintegran severamente 
la democracia y la independencia de la Nación).

Retomando sobre la libertad de pensamiento y de expresión (artículo 13) menciona-
mos que constituye uno de los elementos esenciales de una sociedad democrática y 
una de las condiciones primordiales de su progreso y del pleno desenvolvimiento de 
la personalidad de cada uno de sus miembros. Hay que aceptarla, incluso cuando su 
ejercicio provoque, choque o inquiete. Como ha dicho la Corte Europea de Derechos 
Humanos, es ello una exigencia del “pluralismo, la tolerancia y el espíritu abierto, sin 
los cuales no es posible la existencia de una sociedad democrática” (Eur. Court H. R., 
Lingens case, judgment of  8 July 1986, Series A, núm. 103, párr. 41). Pero esta liber-
tad debe estar equilibrada, dentro de los límites posibles en una sociedad democráti-
ca, con el respeto de la reputación y de los derechos de los demás (artículo 13). Este 
equilibrio tiene como uno de sus medios de realización el reconocimiento, en la Con-
vención, del derecho de rectificación o respuesta (artículo 14), que juega en el caso 
de “informaciones inexactas o agraviantes” (A7/86: Juez Gros Espiell, párr. 5). En 
tal sentido, ya nos habíamos expresado y ocupado oportunamente sobre el particu- 
lar (Fernández, 2023). 

Por ello, la tutela judicial efectiva de los derechos humanos no es escindible de los 
derechos y garantías judiciales, de donde las preceptivas de los artículos 25 y 8 de la 
Convención se deben interpretar con relación y a la luz del artículo 29, que limita toda 
interpretación del Pacto al aseguramiento de otros derechos inherentes a la persona 



humana o “que se derivan de la forma democrática representativa de gobierno” (Se-
rie C, núm. 36, párrs. 96, 101, 102; en igual sentido Serie C, núm. 140, párrs. 49, 58).

Cabe destacar en el contexto que fija la hermenéutica de la crisis de la democracia 
representativa en Europa (Ferraris, 2017) que se ha generado el debate sobre algunos 
temas que han sido objeto de análisis por el Tribunal Europeo de Derechos Humanos 
(TEDH, Tribunal de Estrasburgo, o el Tribunal), emergiendo una jurisprudencia que 
ha variado conteste a la legislación de cada Estado, pero sin perder, al final, el objeti-
vo de la defensa del sistema democrático. En este camino conducente, se analizan la 
prohibición de partidos políticos especialmente cuando la motivación de esta se fun-
da por los discursos del odio. En tal sentido, y con relación al tema en análisis, cabría 
preguntarse si la asociación política para destruir y agraviar severamente el sistema 
democrático no implica un abuso del derecho. En esta inteligencia a partir del asun-
to B.H., M.W., H.P. y G.K. c. Austria (1989) (Decisión de 12 de octubre de 1989) la 
Comisión pasó a enjuiciar estos asuntos realizando un escrutinio mínimo “minimal 
degree of  scrutiny” (Pech, 2009) en el que valoraba la necesidad en una sociedad de-
mocrática de las injerencias a la luz del artículo 17 de la CEDH. Reconocía en estos 
supuestos que la libertad de expresión no puede ser usada en sentido contrario al ar-
tículo 17 de la CEDH, es decir, con fines tendentes a la destrucción de los derechos y 
libertades reconocidos por el propio Convenio. El TEDH, por su parte, también co-
menzó afrontando los primeros casos de negacionismo del holocausto a través de ese 
escrutinio mínimo que le llevaba a revisar si las restricciones enjuiciadas estaban pre-
vistas por ley y su finalidad era legítima, aunque a la hora de valorar la necesidad de 
estas aplicaba el artículo 10 de la CEDH de acuerdo con el artículo 17 de la CEDH. 
Concluía que éstas resultaban proporcionadas sobre la base de la sola constatación de 
que con tales discursos se habían perseguido unos fines nacionalsocialistas que resul-
tan “incompatibles con la democracia y los derechos humanos” (Decisión del TEDH 
(Sección 4ª) de 20 de abril de 1999, sobre la admisibilidad del asunto Hans-Jürgen 
Witzsch c. Alemania y Decisión del TEDH (Sección 1ª) de 1 de febrero de 2000, so-
bre la admisibilidad del asunto Hans Jorg Schimanek c. Austria).

A modo de conclusión

En correlación y concordancia de lo expuesto se dispone que “hay partidos que, bien 
por los medios que empleen o por los fines que persigan, quedan fuera de la protec-
ción del Convenio Europeo de Derechos Humanos. En estos casos, no se trata sólo de 
que el Estado en cuestión pueda disolverlos sino de que, al hacerlo, está cumpliendo 
con una obligación positiva de defensa de la democracia derivada del propio Conve-
nio Europeo de Derechos Humanos” (STEDH, Gran Sala, de 13 de febrero de 2003, 
caso Refah Partisi (Partido de la Prosperidad) y otros c. Turquía). 

Sobre la mejor política, Francisco (Fratelli Tutti, Capítulo 5) afirma: “154. Para hacer 
posible el desarrollo de una comunidad mundial, capaz de realizar la fraternidad a 
partir de pueblos y naciones que vivan la amistad social, hace falta la mejor política 
puesta al servicio del verdadero bien común. En cambio, desgraciadamente, la políti-
ca hoy con frecuencia suele asumir formas que dificultan la marcha hacia un mundo 
distinto”.
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De vuelta sobre la pregunta: 
¿el derecho a la vivienda digna 

es un derecho fundamental?

H e r n á n  A l e j a n d r o  O l a n o  G a r c í a

De vuelta sobre la pregunta: ¿el derecho a la vivienda digna es un derecho 
fundamental?, he querido regresar sobre un texto ya publicado en 2006, 
el cual, ampliamente citado, requiere una actualización jurisprudencial de 
casi veinte años después, con algunas —pocas— decisiones que la Corte 
Constitucional ha realizado con unas precisiones que bien merece la pena 
tener en cuenta, particularmente, porque, como lo han expresado en otros 
países, por ejemplo en México, “con el paso del tiempo las posibilidades 
de adquirir una vivienda propia para los jóvenes se han reducido cada vez 
más debido, principalmente, a la falta de empleos decentes y a una falta de 
regulación en la industria inmobiliaria, que obligan a los jóvenes a prolongar 
su permanencia en la vivienda familiar, creando nuevas configuraciones de 
convivencia entre padres e hijos que limitan su desarrollo como ser humano 
independiente” (Marañón y López, 2023, p. 1), precisamente porque el 
derecho a una vivienda adecuada es reconocido como parte fundamental 
del derecho a un nivel de vida adecuado, de acuerdo con la Declaración 
Universal de Derechos Humanos de 1948 y el Pacto Internacional de 
Derechos Económicos, Sociales y Culturales de 1966.

Diferentes bienes jurídicos son reconocidos y consagrados en artículos de la Consti-
tución Colombiana de diverso valor normativo. No todos los derechos y las libertades 
tienen carácter de fundamentales, ni todos son susceptibles de una protección cons-
titucional por vía de tutela (amparo constitucional). Este es el caso de los derechos 
sociales, económicos y culturales (DESCA), en virtud del factor de conexidad, como derechos 
de segunda generación —entre ellos el derecho a la salud, a la seguridad social o a la vivienda 
digna, por ejemplo—, los cuales por depender para su realización de la intervención 
legislativa no pueden hacerse exigibles de manera inmediata. Excepcionalmente, en 
relación con los niños o en caso de comprobarse una conexidad directa con otros de-
rechos fundamentales, el derecho a la salud adquiere naturaleza de fundamental y, 
por ende, posibilidad de ser tutelado.

Los derechos que son fundamentales por aplicación directa e inmediata son todos 
aquellos derechos de libertad e igualdad formal y, además, ciertos derechos de igual-
dad material que se relacionan con la vida y la dignidad humana. Su carácter de 
derechos de aplicación directa se deriva de su naturaleza general válida en todos los 
casos. 
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Los derechos fundamentales que son aplicables de manera indirecta son aquellos de-
rechos económicos, sociales o culturales que se encuentran en una estrecha relación 
de conexidad con los derechos fundamentales de aplicación directa. Este tipo de apli-
cación es resultado de la necesidad de establecer una ponderación de las circunstan-
cias de cada caso concreto y ello, a su vez, se deriva de su naturaleza de derechos que 
suponen un tratamiento desigual con el fin de lograr cierta igualdad material, como 
desde el inicio de sus labores lo manifestó al Corte Constitucional en la sentencia 
T-506 de 1992.

Para nuestras altas cortes es claro que el derecho a la vivienda digna no es un derecho 
fundamental como tal, aunque puede ser protegido por vía de la acción de tutela, ya 
que su vulneración o desconocimiento podría acarrear la violación a la dignidad hu-
mana del hombre, su derecho a la vida, y reñiría con la protección especial que el Es-
tado debe otorgar a la familia como núcleo fundamental de la sociedad. Al respecto 
se han desarrollado diferentes fallos; por ejemplo, llama la atención la Corte Supre-
ma de Justicia, que, en Sala de Casación Penal del 22 de enero de 2002, magistrado 
ponente: Fernando E. Arboleda Ripoll, cita expresamente a la Corte Constitucional 
y a manera de recopilación frente al tema planteado, retoma la siguiente idea:

“[...] el derecho a la vivienda digna no constituye per se derecho fundamental, y por 
tanto no puede ser susceptible de protección inmediata por vía de acción de tutela; se 
trata de un derecho asistencial de tipo económico, que se enmarca en la obligación 
que tiene el Estado de promover planes de vivienda de interés social, sistemas ade-
cuados de financiación a largo plazo y formas asociativas de ejecución de estos pro-
gramas de vivienda (artículo 51)”.

Aunque a la luz de la sentencia T-526 de 2012 de la Corte Constitucional, “Sobre su 
alcance como un derecho fundamental autónomo, vale la pena recordar que la vi-
vienda digna implica contar con un espacio propio o ajeno, que le permita a la per-
sona desarrollar sus actividades personales y familiares en unas condiciones mínimas 
de dignidad, pues de ello depende, también, el desarrollo de su proyecto de vida”, el 
derecho fundamental a la vivienda digna, según la Corte Constitucional, en la sen-
tencia T-528 de 2023, conlleva la obligación correlativa, a cargo del Estado, de ga-
rantizar que las personas residan en viviendas que se ubiquen en lugares en donde la 
seguridad e integridad de sus habitantes no estén amenazadas. Lo anterior implica 
que las autoridades municipales deben i) tener la información actual y completa de 
las zonas de alto riesgo de deslizamientos o derrumbes; ii) mitigar el riesgo generado 
por la inestabilidad del terreno en donde se ubican las viviendas habitadas; iii) cuan-
do los hogares estén situados en una zona de alto riesgo no mitigable, adoptar políti-
cas de reubicación en condiciones dignas.

Mientras que, a nivel internacional, el Comité de Derechos Económicos, Sociales y 
Culturales de las Naciones Unidades, en la Observación General núm. 4, ha recono-
cido el contenido esencial de este derecho, a saber: a) seguridad jurídica de la tenen-
cia; b) disponibilidad de servicios, materiales, facilidades e infraestructura; c) gastos 
soportables; d) habitabilidad; e) asequibilidad, f) lugar y g) adecuación cultural. Con 
respecto a la habitabilidad, el Comité del Pacto Internacional de Derechos Económi-
cos, Sociales y Culturales ha explicado que implica que una vivienda adecuada debe 
ser “habitable en el sentido de poder ofrecer el espacio adecuado a sus ocupantes y de 
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protegerlos del frío, la humedad, el calor, la lluvia, el viento u otras amenazas para la 
salud, de riesgos estructurales y de vectores de enfermedad”, lo cual, en opinión del 
Comité, hace que el derecho a la vivienda no se debe interpretar en un sentido estric-
to o restrictivo que lo equipare, por ejemplo, con el cobijo que resulta del mero hecho 
de tener un tejado por encima de la cabeza o lo considere exclusivamente como una 
comodidad.  Debe considerarse más bien como el derecho a vivir en seguridad, paz 
y dignidad en alguna parte.

De esta manera, se observa que las dimensiones otorgadas al derecho a la vivienda 
digna por parte del juez constitucional en su labor de hermenéutica y defensa de 
nuestra carta magna coinciden con lo dicho desde hace años por el Tribunal de Casa-
ción para desarrollar claramente el alcance del derecho en cuestión. En este sentido, 
se observa que las altas cortes, al contrario de lo que ocurre con otros álgidos temas, 
tratándose del derecho a la vivienda digna siguen una misma línea jurisprudencial, 
lo cual consideramos afortunado en cuanto facilita la interpretación del alcance de 
este derecho.

Por otro lado, es de resaltar que las altas cortes enseñan que solo excepcionalmente, 
cuando se halla en conexidad con un derecho fundamental, este derecho de tipo asis-
tencial puede ser objeto del amparo constitucional. Precisamente, en ese sentido, la 
jurisprudencia constitucional ha juzgado que

“[...] El derecho constitucional a la vivienda digna no es un derecho fundamental, 
sólo puede ser objeto de protección o tutela judicial mediante las acciones y procedi-
mientos judiciales que se establezcan en la ley, claro está, diferentes de la acción de 
tutela, cuando existan condiciones materiales y físicas que puedan hacerlo efectivo. 
Por excepción es posible obtener su protección judicial consecuencial en desarrollo 
de aquella acción, pero únicamente ante situaciones en las que se plantee su descono-
cimiento directo o indirecto por la violación o amenaza de derechos fundamentales, 
como el derecho a la vida, dignidad e igualdad, siempre que éstas conlleven para su 
titular la concreta ofensa a aquel derecho, como lo manifestó la Corte Suprema de 
Justicia en 2002”.

Mediante sentencia T-495 de 1995, teniendo como magistrado ponente al doctor 
Vladimiro Naranjo Mesa, la Corte Constitucional afirmó:

“[...] El derecho a la vivienda digna se encuentra consagrado en el artículo 51 de la 
Constitución Política. Dicha norma le impone al Estado la responsabilidad de fijar las 
condiciones necesarias para hacer efectivo el derecho en favor de todos los colombia-
nos y de promover planes de vivienda de interés social, sistemas adecuados de finan-
ciación a largo plazo y formas asociativas de ejecución de dichos planes”.

Lo anterior no significa que el Estado esté en la obligación de proporcionar vivienda 
a la totalidad de los habitantes del país que adolezcan de dicha necesidad, pues como 
lo señala el artículo 51 de la carta, su obligación se concreta en fijar condiciones y 
promover planes de vivienda dentro de las capacidades que su estructura protectora 
le permita, teniendo en cuenta la situación socioeconómica del país y las apropiacio-
nes de orden presupuestal que se hayan destinado para esos rubros.
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El derecho a la vivienda digna es, pues, un derecho de carácter asistencial que requiere 
un desarrollo legal previo y que debe ser prestado directamente por la administra-
ción o por las entidades asociativas que sean creadas para tal fin, sin olvidar que su 
aplicación exige cargas recíprocas para el Estado y para los asociados que pretendan 
beneficiarse de los programas y subsidios. Así, las autoridades deben facilitar la ad-
quisición de vivienda, especialmente en los sectores inferiores y medios de la socie-
dad, donde aparece detectado un déficit del servicio. Para tal efecto los particulares 
deben cumplir con los requisitos establecidos por la ley.

Así, entonces, este derecho de contenido social no le otorga a la persona un derecho 
subjetivo para exigir en forma inmediata y directa del Estado su plena satisfacción, 
pues se requiere del cumplimiento de condiciones jurídico-materiales que lo hagan 
posible. De manera que una vez dadas dichas condiciones, el derecho toma fuerza 
vinculante y sobre el mismo se extenderá la protección constitucional, a través de las 
acciones establecidas para tal fin.

Con este corto estudio compartimos lo planteado por nuestra honorable Corte, y po-
demos agregar que el derecho a la vivienda digna presupone unas circunstancias que 
permiten a la persona acceder a una vivienda que se encuentre acorde con su valor 
como ser humano, es decir, que ostente una calidad necesaria para proteger la digni-
dad de las personas que conformen el núcleo familiar que pretende asentar su familia 
en un determinado lugar. Es por esta razón que no es posible exigir de manera direc-
ta al Estado el cumplimiento del derecho a la vivienda digna y que, dado su carácter 
de no fundamental, permite un desarrollo a largo plazo, limitando su eficacia en el 
tiempo, y su efectividad a la capacidad del gobierno de presentar caminos que hagan 
posible la adquisición de vivienda.

Entendido lo anterior, se puede ir apreciando, de forma preliminar, que la jurispru-
dencia constitucional es clara y suficiente al manifestar que, si bien el derecho objeto 
de estudio no detenta el carácter de fundamental, el Estado, en cumplimiento de los 
fines fijados por nuestra carta política, debe proporcionar las medidas necesarias para 
garantizar a los colombianos la adquisición de la vivienda bajo unas condiciones de 
igualdad y unos parámetros legales específicos.

La Constitución Política de Colombia reconoce, en su artículo 51, el derecho a la 
vivienda digna que asiste a todos los colombianos, así: “Todos los colombianos tie-
nen derecho a vivienda digna. El Estado fijará las condiciones necesarias para hacer 
efectivo este derecho y promoverá planes de vivienda de interés social, sistemas ade-
cuados de financiación a largo plazo y formas asociativas de ejecución de estos pro-
gramas de vivienda”.

Así, la carta fundamental colombiana le impone como reto a las autoridades estatales 
lograr que todos los colombianos lleguemos a gozar de una vivienda digna, para lo 
cual les ordena “fijar condiciones necesarias para hacer efectivo el derecho”; “pro-
mover planes de vivienda de interés social”; “promover sistemas de vivienda a largo plazo” 
a través de la coordinación de diferentes órbitas sociales como el sector bancario, el 
sector de la construcción, y por supuesto, como siempre en medio de todas las rela-
ciones humanas, el sector jurídico. Siendo la vivienda digna un derecho programá-
tico, fin del Estado, reconocido por la Constitución Política, tanto legislador como 
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juez deben intervenir para llegar a su concreción, como lo advirtió el Alto Tribunal 
Constitucional en la Sentencia C-747 de 1999.

No hay duda de ello, por esa razón fuimos convocados hace años por el Equipo Fe-
deral del Trabajo del Congreso de la República del Perú, el cual, con la cooperación 
de 91 autores de diferentes países, en el marco de una propuesta constituyente para 
el bloque latinoamericano, bajo la coordinación del profesor Leopoldo Gamarra Vil-
chez y el patrocinio de la Universidad Mayor de San Marcos, Lima (Decana de Amé-
rica), la Universidad de Monterrey (México), Garcilaso de la Vega (Perú) y de Lomas 
de Zamora (Argentina), con el apoyo de la Comisión para el Estudio y Difusión del 
Derecho en América Latina (Ceddal), produjo un texto de 232 artículos que integran 
la propuesta, bases y aportes para una “Constitución de América Latina y del Cari-
be”, que en su artículo 87 dispone dentro de la Sección “Derechos sociales”, un artí-
culo sobre derecho a la vivienda, que dice así:

“Artículo 87. La Unión reconoce el derecho a una vivienda digna y a un hábitat ade-
cuado. Para ello: 1. Resuelve progresivamente el déficit habitacional, de infraestruc-
tura y servicios, dando prioridad a las personas de los sectores de pobreza crítica y 
con necesidades especiales de escasos recursos. 2. Auspicia la incorporación de los 
inmuebles ociosos, promueve los planes autogestionados, la integración urbanística y 
social de los pobladores marginados, la recuperación de las viviendas precarias y la 
regularización dominial y catastral, con criterios de radicación definitiva. 3. Regula 
los establecimientos que brindan alojamiento temporario, cuidando excluir los que 
encubran locaciones”.

Sin embargo, la realidad que se vive en Colombia está lejos de ser la plasmada en 
nuestra carta fundamental, encontramos un considerable número de colombianos 
que carecen de vivienda, e igualmente, que existe otra parte de la población que, te-
niéndola, se ve en la obligación de devolverla o perderla, ya sea por la vía de la dación 
en pago, o por la vía del remate en ejecución procesal.
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La “ministra del pueblo” 
y los aspectos técnicos 

de la labor jurisdiccional

J o s a f a t  C o r t e z  S a l i n a s

La construcción de las sentencias y la resolución de los conflictos judiciales 
es un aspecto técnico cada vez más especializado. En este proceso los jueces 
expresan ideas jurídicas y preferencias ideológicas. Un juez constitucional 
puede utilizar el derecho para cubrir sus preferencias políticas,1 pero para 
poder hacerlo necesita habilidades técnicas y especializadas que en muchos 
casos son proporcionados por su equipo de trabajo. 

El 4 de enero tomó protesta Lenia Batres Guadarrama como ministra de la Supre-
ma Corte de Justicia de la Nación, luego de un proceso en el que el presidente por 
primera vez desde la reforma judicial de 1994 eligió a una ministra porque no hubo 
consenso en el Senado. Los perfiles que ha seleccionado el presidente López Obrador 
para integrarse a la Corte se han caracterizado por ser externos a la carrera judicial.2 
Sobre sus elecciones el presidente declaró: “Me equivoqué, porque hice propuestas, 
pero una vez que propuse, ya por el cargo o porque cambiaron de parecer, (los mi-
nistros) ya no están pensando en el proyecto de transformación y en hacer justicia, 
ya actúan más en función de los mecanismos jurídicos” (La Jornada, 3 septiembre de 
2022, p. 4).

El presidente López Obrador asume que en los procesos pasados se equivocó y esta 
vez se decidió por elegir a una militante de su movimiento. La militante Lenia Batres 
se convirtió en ministra y pronto tendrá que aprender sobre las dinámicas internas y 
sobre todo a relacionarse con sus pares en la deliberación y en las votaciones. Una de 
las primeras preguntas para los nuevos ministros es: ¿cómo va a organizar su equipo 
de trabajo? ¿Cómo va a gestionar su ponencia?  La ministra hereda la ponencia del 
exministro Zaldívar, de secretarios y secretarias con experiencia y solvencia en mu-
chos ejes temáticos que han sido pilares en la construcción de sentencias favorables a 
los derechos humanos.

Una de sus primeras medidas simbólicas fue pedir la reducción de su salario, no tener 
prestaciones adicionales y que la inscribieran en el Instituto de Seguridad y Servicios 
Sociales de los Trabajadores del Estado. Estas mismas medidas fueron solicitadas a 
los secretarios de estudio y cuenta integrantes de su ponencia. 3

La ministra Lenia Batres tiene que valorar los aspectos técnicos y sobre todo a su 
equipo de colaboradores de su ponencia porque será en ellos en los que delegue la 
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tarea y aprenderá sobre cómo opera el derecho constitucional y se operacionaliza 
en los casos. Debe tener en consideración que la reducción de costos de su proceso 
de aprendizaje pasa por elegir secretarios que provengan de carrera judicial, y para 
poder sostener sus argumentos necesita solidez en materia de derecho constitucio-
nal mexicano y derechos humanos con secretarios externos. Esta es la combinación 
de ponencia que ha predominado en la Corte desde el año 2003 y que ha permitido 
que los ministros puedan lidiar con la carga de trabajo y renovar los criterios juris-
prudenciales.4 La ministra Batres debe tener en consideración que para defender sus 
posturas necesita un grupo de abogados que la respalden y la orienten para que no 
la exhiban en las discusiones y pueda críticar con solvencia los argumentos de sus 
colegas.

Desde su comparecencia en el Senado la ministra Batres llamó la atención porque 
sostuvo que: “En Estados Unidos, donde no existe una Constitución escrita, el Com-
mon Law y los precedentes revisten una gran importancia”.5 La confusión causó polé-
mica porque eran sus primeras expresiones sobre su visión del derecho constitucional. 
Posteriormente, en su toma de protesta frente al Pleno de la Corte expresó una idea 
sobre el papel de la Corte: “Que no tenemos una Suprema Corte subordinada a la 
Constitución, sino una Constitución subordinada a la Suprema Corte”.6 Una mira-
da que aparentemente muestra su desacuerdo con que 11 jueces anulen decisiones 
mayoritarias de los representantes electos y que puede poner en la mesa la discusión 
sobre una visión contramayoritaria.

Para que la ministra Batres pueda expresar sus ideas y posturas políticas tanto en sus 
sentencias, como en sus votos particulares y en las discusiones con sus pares requiere 
conocimientos de derecho constitucional y sobre todo de derecho internacional de 
los derechos humanos. En la Corte, como un órgano colegiado, existe una interac-
ción estratégica entre los jueces sobre el sentido de los votos y las coaliciones inter-
nas, por lo que se requieren habilidades y capacidades para que no la sorprendan con 
aspectos técnicos y procedimentales. Si la ministra Batres quiere defender posturas 
y visiones del derecho y en su caso criticar y desmontar argumentos de sus colegas 
debe tener habilidades. Los secretarios de estudio y cuenta pueden ser la llave de ac-
ceso para la continuidad de ciertos criterios sobre todo en materia de derechos hu-
manos. Pero también son los aliados estratégicos de la ministra para poder impulsar 
su visión del derecho constitucional y expresar sus preferencias políticas en el trabajo 
jurisdiccional.
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Después 
del 17 de diciembre

F e r n a n d o  A t r i a

El resultado del plebiscito del 17 de diciembre nos deja en una situación 
de perplejidad. Esta perplejidad se hace evidente al notar que, pese a que 
la propuesta de Constitución del Consejo Constitucional fue rechazada, 
dado que era evidentemente una propuesta hecha desde la derecha y 
especialmente la ultraderecha, pese a que la campaña del “a favor” era 
insistente y hasta majadera en presentar el plebiscito como un plebiscito 
sobre el gobierno (su propio franja hizo un esfuerzo especial para instalar 
el eslogan “Boric vota en contra, Chile vota a favor”), el sentido común 
expresado por los columnistas de rigor es que el 17 de diciembre “nadie 
triunfó”, pero que al menos el proceso constituyente se había cerrado 
definitivamente.

La explicación de esta perplejidad no es difícil. En mi opinión, el proceso constitu-
yente se cerró el 4 de septiembre de 2022. Por “proceso constituyente” significo el 
proceso de darnos una nueva Constitución. Una nueva Constitución no es un tex-
to, porque una Constitución no es un texto. Es una decisión sobre las características 
fundamentales de nuestra vida en común que especifica entonces las instituciones 
conforme a las cuales esta se irá organizando. El proceso iniciado en mayo estaba 
orientado a darnos un nuevo texto, pero no una nueva decisión sobre las característi-
cas fundamentales de la vida en común. Era, por así decirlo, una manera de cumplir 
pro-forma con la decisión tomada por el pueblo chileno en el plebiscito de octubre de 
2020, y de cumplir el compromiso asumido por sectores que hicieron campaña por 
el rechazo en 2022.

¿Qué decir acerca del proceso constituyente ahora que conocemos su resultado? Hoy 
se ha hecho un lugar común celebrar que se ha cerrado, y que afortunadamente 
ahora la política puede volver a atender a los “problemas de la gente”. A mi juicio, 
esta idea manifiesta una notoria ceguera, incapaz de entender el sentido del proceso 
constituyente ni la razón por la que esos “problemas reales” necesitan la atención que 
efectivamente requieren.

El proceso constituyente se hizo posible solo cuando fue necesario para enfrentar una 
crisis de legitimidad de la política institucional. No es una crisis que surgió en octubre 
de 2019, aunque en ese momento estalló. La crisis venía desarrollándose lentamente, 
desde más de una década antes. Fue un acierto especialmente importante haber lo-

https://portaluchile.uchile.cl/portafolio-academico/portafolio-academico/academico/29819
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grado canalizar la energía desatada en octubre de 2019 en una dirección: la constitu-
yente. El proceso constituyente permitiría enfrentar esa crisis y, si no solucionarla, al 
menos ponernos en vías de solución.

Como ya está dicho, esa posibilidad de enfrentar el problema se ha cerrado, sin haber 
logrado su objetivo. Cuando para un problema tenemos una posible solución y esa 
posible solución se revela infructuosa, el pensamiento mágico llega a la conclusión de 
que junto con haberse cerrado la posible vía de solución se ha esfumado, al mismo 
tiempo, el problema. Un pensamiento algo más racional observaría que eso nos deja 
con el problema y sin la vía de solución. Esa es nuestra solución actual.

La fractura política

¿Cómo caracterizar la crisis? La idea de que Chile es una sociedad fracturada es ya 
un lugar común en las ciencias sociales (de autores como Manuel Antonio Garretón, 
Kathia Araujo, Juan Pablo Luna, etcétera). Como ha sostenido en particular Ma-
nuel Antonio Garretón, se trata de una doble fractura. La primera es, podríamos de-
cirlo, horizontal. Esta es una fractura política que se manifiesta en los bandos que se 
enfrentan en la política institucional, entre izquierda y derecha. La situación es una 
de guerra fría: ambos se entienden recíprocamente como forzados a convivir por el 
hecho, que tras los dos plebiscitos se ha hecho manifiesto, de que no tienen fuerza 
para avasallar al otro. A mi juicio, esta transformación de la relación política en una 
guerra fría es un proceso progresivo que se inició en el segundo gobierno de Miche-
lle Bachelet, porque la institucionalidad política creada por la Constitución de 1980 
y la cultura política que floreció bajo ella es constitutivamente incapaz de contener y 
procesar el conflicto político. El segundo gobierno de Bachelet marca el punto en que 
el consenso (aceptado o forzado por las reglas constitucionales, esa es otra cuestión) 
sobre las características fundamentales del modelo neoliberal se terminó. La insti-
tucionalidad y la cultura políticas sabían cómo vivir en condiciones de acuerdo con 
eso (forzado o no), pero nunca aprendieron a vivir en condiciones de desacuerdo. La 
relación de guerra fría se fue agudizando con el tiempo, y se radicalizó después de 
octubre de 2019.

La guerra fría es esencialmente inestable porque lo único que la mantiene es el hecho 
de que ninguno de los bandos puede imponerse sobre el otro. Cada uno, entonces, 
busca fortalecerse a sí mismo y debilitar al otro, de tal forma que llegue el momento 
en que podrá vencer. Esto hace imposible la comunicación orientada al entendimien-
to, y la reemplaza solo por acción estratégica, es decir, acción instrumentalmente 
orientada a lograr la finalidad del que actúa, que en guerra fría es fortalecerse a uno 
mismo y debilitar al otro. En el lenguaje habitual de los columnistas que representan 
en sentido común político, esto se manifiesta en imposibilidad de “lograr acuerdos”. 
La razón para esto es evidente: ¿por qué habría uno de concederle algo al otro, si eso 
significará que el otro se fortalecerá de modo que le facilita alcanzar el punto en que 
podrá vencer? Como no es posible lograr acuerdos, no es posible enfrentar los pro-
blemas que requieren acuerdo político. Como cualquier problema suficientemente 
significativo requiere de acuerdo político, la consecuencia es que dichas dificultades 
quedan sin solución y se arrastran en el tiempo.
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Eso fue exactamente lo que ocurrió con el problema constitucional: aunque hubo in-
tentos previos, no fue posible solucionarlo antes de que el problema estallara. Otro 
tanto ocurrió con la salud privada, que se enfrentó a fallos judiciales adversos en can-
tidad creciente desde fines de la primera década de este siglo, hasta que ha alcanzado 
hoy magnitudes que hacen temer por su completo colapso, arrastrando de ese modo 
el sistema público de salud. Y pareciera que algo similar ocurrirá con la seguridad 
social, pues la reforma que el sistema necesita lleva al menos una década esperando 
con altas probabilidades de que no haya un acuerdo. La preocupación actual por la 
seguridad ciudadana tiene también en su origen algo similar: una policía apta para 
enfrentar el crimen organizado es una policía mucho más profesionalizada y especia-
lizada que la que tenemos. Pero como decía José Miguel Insulza en 2018: “desde el 
retorno a la democracia, las FF.AA. y Carabineros se han mandado solos”.

Incapacitada para enfrentar estos problemas, la reflexión de la política institucional 
se autoengaña con la idea de que es posible solucionarlos mediante reformas parcia-
les a cuestiones que no alcanzan al fondo. Y por eso es posible observar un patrón 
que ha sido común en las últimas dos décadas: la política institucional alcanzando 
un consenso en alguna cuestión y presentándolo a la sociedad como demostración de 
su capacidad de actuar, en condiciones que lo logrado está lejos de ser lo necesario. 
A poco andar, esto último queda en evidencia y la celebración de la “clase política” 
se le vuelve en contra como un boomerang, porque es resignificada para mostrar no 
su capacidad para solucionar los problemas, sino su “desconexión” con la sociedad, 
etcétera. 

Así ocurrió con la derogación de la Ley Orgánica Constitucional de Enseñanza 
(LOCE) y la promulgación de la Ley General de Educación (LEGE) en 2009, que 
pretendía dar cuenta de las demandas estudiantiles que habían irrumpido en 2006, 
pero que, al poco andar, se develó insuficiente. La foto del acto de promulgación de la 
LEGE, en que aparecían parlamentarios y dirigentes de todos los partidos políticos, 
es un ícono de la resignificación: originalmente era un símbolo de la capacidad de 
la “clase política” de responder con responsabilidad a las demandas sociales y dejar 
atrás sus divisiones, y unirse por el bien de los niños de Chile. Posteriormente se usó 
para simbolizar a los “partidos políticos” poniéndose de acuerdo contra la sociedad.

La situación se reiteraría una y otra vez. En 2012 se anunció la reforma que per-
mitiría la inscripción automática en los registros electorales y el voto voluntario (en 
vez de la forma habitual hasta entonces, de inscripción voluntaria y voto obligato-
rio). Entonces, se decía, “los políticos” se verían obligados a “seducir” a los electores 
y eso contribuiría a vadear la brecha, que ya era perceptible, entre política y socie-
dad. Ocurrió exactamente lo contrario. En 2015 el fin al sistema electoral binomi-
nal fue presentada como la reforma que permitiría una representación más realista 
de la sociedad chilena que contribuiría a cerrar esa brecha. De nuevo, ocurrió exac-
tamente lo contrario. En 2016 las reformas a los partidos políticos y a las reglas de 
financiamiento de campañas electorales llevarían a una política más transparente y 
democrática, a modo de acercar los partidos a los ciudadanos. Todo fue nuevamente 
infructuoso, profundizando así la crisis. Luego se intentó, bajo el segundo gobierno 
de Michelle Bachelet, un proceso constituyente que falló por la oposición no solo de 
los defensores de siempre de la Constitución de 1980, sino por oposición interna de 
la propia coalición de gobierno.  
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Hoy, ante el fracaso del proceso constituyente, es probable que haya reincidencia en 
esta estrategia. En la discusión política institucional está imponiéndose rápidamente 
como un consenso la idea de que el problema fundamental del sistema político es su 
fragmentación, y que entonces la solución es una regla que la dificulte. Se ha pro-
puesto la incorporación de un umbral (como el alemán) de 4% o 5% de la votación 
nacional que un partido político debe lograr como condición para acceder a la repre-
sentación parlamentaria.

La idea de que esta es la reforma fundamental que servirá para relegitimar al sis-
tema político supone dos observaciones: 1) que la fragmentación política del Con-
greso como la patología fundamental del sistema político (al punto que hubo quien 
decía que la sola regla de umbral, contenida en la propuesta del Consejo Constitu-
cional, justificaba votar a favor el 17 de diciembre), y 2) que esa fragmentación es 
un fenómeno puramente legal, que puede ser creado o terminado con reformas a 
las normas (se acusa ahora a la eliminación del sistema electoral binominal como 
causante dela fragmentación actual). Es decir, la fragmentación sería un fenóme-
no que no tiene relación alguna con la realidad de la política en la sociedad. Ambas 
observaciones son al menos controvertibles. La fragmentación parlamentaria es un 
problema. Sin embargo, el problema fundamental que ha impedido avanzar no es 
la dificultad de alinear votos de parlamentarios individuales, sino el lograr avanzar 
cuando hay bloques políticos en conflicto. La fragmentación, por su parte, es un indi-
cador de la medida en que la crisis ha destruido la capacidad de los partidos políticos 
para mediar la participación ciudadana. La fragmentación no es un fenómeno legal, 
sino que es manifestación de la crisis de los partidos políticos.

La introducción de un umbral disminuirá la representatividad del Congreso, y será 
visto como una regla que busca privilegiar a los partidos más grandes y excluir a los 
más pequeños. Adicionalmente, el efecto de una regla de este tipo será, efectivamen-
te, que los partidos pequeños se consolidarán en partidos más grandes, lo que, por 
cierto, significará menos fragmentación en sentido formal (habría menos partidos 
con representación parlamentaria), pero trasladaría la fragmentación que hoy exis-
te entre entidades legamente constituidas como partidos independientes a faccio-
nes dentro de partidos más grandes. La fragmentación se mantendría y los partidos 
verían aún más disminuida su ya escasa capacidad de asegurar la disciplina de sus 
miembros. Si se logra esta reforma, se continuará en la línea frustrada de las reformas 
ya mencionadas de 2009, 2012, 2015 y 2016. 

La fractura social 

A pesar de todo lo anterior, esta fractura entre derecha e izquierda, que implica un 
constante bloqueo recíproco, no es la más importante de la sociedad chilena. Ella 
convive con otra fractura vertical, entre arriba y abajo, entre la sociedad y la institu-
cionalidad política completa. Esta fractura es la que se manifiesta al hablar de la “cla-
se política”, un lenguaje que ignora la guerra fría en que esta se encuentra y asume 
que toda ella es unificada por su posición frente a la sociedad (por eso es denunciada 
como una “clase”).

Lo anterior significa que la sociedad no se reconoce en la fractura izquierda/derecha 
que tiene a la política institucional en guerra fría. Como esa conflictividad es indiferente 
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para la sociedad, la política institucional es vista como una “clase discutidora”, enfras-
cada en sus propias disputas mientras los problemas de la sociedad se desarrollan y agu-
dizan sin encontrar solución. El conflicto que para los sectores políticos institucionales 
es visto como de vida o muerte, parece, desde la óptica de la sociedad, un espectáculo 
irrelevante y frívolo, una demostración más de la futilidad de la política institucional.

La coexistencia de las dos fracturas

Estas dos fracturas se manifestaron en ambos momentos del proceso constitucional. 
La composición de la Convención significaba que en ella estaban presentes conven-
cionales que habían sido elegidos precisamente por no pertenecer a la “clase políti-
ca”, y que llegaban a la Convención asumiendo la representación de “la sociedad” 
(los movimientos sociales, etcétera) contra “los partidos políticos”. La división fun-
damental que en ella se manifestó fue la distinción vertical entre sociedad y “clase 
política”. El Consejo Constitucional, por su parte, fue manifestación de la división 
horizontal. Ahí la oposición fue claramente entre izquierda y derecha bajo dominio 
de la derecha y hegemonía de la ultraderecha.

Por eso es, a mi juicio, un error equiparar ambas experiencias diciendo que en una 
“la izquierda” cometió el mismo error que “la derecha” cometió en la otra. La idea 
de que en la Convención “la izquierda” era una realidad política con capacidad de ac-
ción concertada ignora totalmente la realidad de la Convención. En la Convención la 
división política izquierda/derecha estaba presente, por cierto. Pero la distinción socie-
dad/clase política era, al menos inicialmente, mucho más decisiva. En esto, la Conven-
ción representaba la realidad del Chile actual de modo mucho mejor que el Consejo. 
El gran logro de la Convención fue que pudo, pese a esto, hacer una propuesta cons-
titucional al país. Una demostración de que la distinción fundamental que marcó a 
la Convención no era la distinción izquierda/derecha es que la propuesta fue recha-
zada transversalmente por la misma clase política, que la vio como una amenaza a 
su hegemonía. El resultado de septiembre de 2022 muestra que, aunque es vista con 
desconfianza por la sociedad, la “clase política” tiene un poder significativo en la con-
formación de la conversación pública. 

Esta fractura clase política/sociedad estuvo ausente en el Consejo Constitucional. 
Eso explica dos características del proceso ocurrido en el Consejo que han sido pro-
fusamente notadas: por una parte, que frente a la sociedad nunca fue un proceso que 
logró que fuera mirado con expectación. Por la otra, que la política institucional reci-
bió la propuesta aprobándola o rechazándola con las mismas divisiones que hoy son 
habituales en la esfera de la política (la única excepción fue un sector de la ultradere-
cha que votó en contra. Esta excepción, a mi juicio, no es analogable a quienes se pre-
sentaron como la “centroizquierda por el rechazo”, sino se explica como un intento 
de capitalizar en términos populistas la crítica radical a “los políticos”).

El cierre del proceso constituyente deja estas dos fracturas intactas. Durante la cam-
paña para el plebiscito de diciembre se insistió mucho, de ambos bandos, en que el 
plebiscito era el cierre del proceso constituyente. Como está dicho más arriba, a mi 
juicio, el proceso constituyente, es decir, un proceso que permitiría un principio de 
solución para esta fractura se cerró el 4 de septiembre de 2022. Pero como también 
está ya dicho, eso nos deja con una crisis y sin una vía de solución. 
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¿Qué es lo que viene para una sociedad doblemente fracturada?

El fracaso del proceso constituyente implica que la crisis no está solucionada. No 
solo eso, significa que posibilidades de solución dejaron de estar disponibles para el 
futuro. Así, la radical desacreditación de la Convención Constitucional en realidad 
desacredita la participación de la sociedad en la discusión constituyente. Por eso el 
aprendizaje que significó en cuanto a construir formas más inclusivas de conversa-
ción política se perdió. Es en estas condiciones que se espera que la política institu-
cional sea capaz de ofrecer las “soluciones” a “los problemas de la gente”, que no ha 
sido capaz de producir en las últimas décadas. 

¿Qué puede esperarse para lo que viene? Hoy tenemos una sociedad en crisis, doble-
mente fracturada, y que, adicionalmente, está cansada de la cuestión constitucional. 
La posibilidad de reformas institucionales significativas ha desaparecido, al punto 
que al buscar un adjetivo para desacreditar la propuesta de la Convención el más 
socorrido es el de “refundacional”. Esto quiere decir que en el periodo que viene la 
institucionalidad política continuará sin variación, expuesta además al ataque esten-
tóreo de quienes miran la experiencia argentina y se preguntan por qué ella no po-
dría repetirse en Chile. ¿Es posible, en esas condiciones, hacer las cosas de un modo 
suficientemente distinto como para poder enfrentar una crisis que se ha desarrollado 
lentamente sin solución eficaz por casi dos décadas? Hay buenas razones para el es-
cepticismo. Si las cosas siguen su curso actual habrá cada vez mayor conflictividad 
política en la guerra fría en que los actores políticos se entienden, y correspondien-
temente mayor distancia ciudadana, más indiferencia e indignación social ante este 
espectáculo.

En mi opinión, la fractura más grave es la fractura vertical, pero ella es alimenta-
da por la fractura horizontal, que implica el bloqueo total del sistema político. Para 
enfrentar la fractura horizontal, condición indispensable (aunque, por cierto, no su-
ficiente) para enfrentar la fractura vertical, es necesario que la política institucional 
aprenda a salir del estado de guerra fría en que se encuentra. Para eso es necesario 
una sucesión de unilateralidades recíprocas. El presidente Boric, en su discurso del 
17 de diciembre, dio un paso al no celebrarlo como una victoria pese a que la cam-
paña del “a favor” presentó el plebiscito constitucional como un plebiscito contra el 
gobierno, cuyo eslogan era simplemente: “Boric vota en contra, Chile vota a favor”. 
Inicialmente la oposición de derecha reaccionó ratificando la guerra fría, negándose 
a todo acuerdo con el gobierno y presentando inmediatamente después del plebiscito 
una acusación constitucional contra un ministro de gobierno. Pero, recientemente, 
ha habido indicios de que esto podría cambiar. Si esos indicios son algo más que eso, 
está por verse.
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